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DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA. ES CONNATURAL A LAS PERSONAS FÍSICAS 
Y NO A LAS MORALES.1 
 
Del proceso legislativo que culminó con la reforma al artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 10 de junio de 2011, se advierte que la intención del Constituyente Permanente de 
sustituir en su primer párrafo la voz "individuo" por "personas", es la de utilizar una 
expresión que no se refiera a un género en particular y abarcar "a todo ser humano titular 
de iguales derechos y deberes emanados de su común dignidad y en los casos en que 
ello sea aplicable debe ampliarse a las personas jurídicas.". Ello evidencia que, por regla 
general, las personas morales -previstas en el artículo 25 del Código Civil Federal- son 
titulares de los derechos humanos reconocidos en la propia Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección, sin embargo, por su condición de entes abstractos y ficción jurídica, no 
pueden gozar de ciertos derechos privativos del ser humano, como ocurre con la dignidad 
humana, que es connatural a toda persona física. Esto, ya que dicho concepto tutela el 
derecho a ser reconocido y a vivir en y con la dignidad de la persona humana, y del cual 
se desprenden todos los demás derechos necesarios para que los individuos desarrollen 
integralmente su personalidad, dentro de los que se encuentran, entre otros, los relativos 
a: la vida, la integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia 
imagen, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a la 
dignidad personal. 

 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 156/2012. **********, S.A. de C.V. 18 de octubre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Héctor 
Alejandro Treviño de la Garza. 
 
Amparo directo 224/2012. **********, S.A. de C.V. 8 de noviembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez González. Secretaria: 
Margarita Márquez Méndez. 
 
Amparo directo 299/2012. **********, S.A de C.V. 28 de febrero de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Manuel 
Saturnino Ordóñez. 
 
Amparo directo 326/2012. **********, S.A de C.V. 28 de febrero de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez González. Secretaria: 
Adriana Carmona Carmona. 
 
Amparo Directo 67/2013. 30 de mayo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero. 

                                                           
1 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 3, Tribunales 
Colegiados de Circuito, p. 1408, Tesis: VI.3o.A. J/4, Registro: 2004199. 
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Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
3/2013, pendiente de resolverse por el Pleno en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA "MALICIA EFECTIVA" EN LA 
LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA 
VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL.2 
 
La "malicia efectiva" es el criterio subjetivo de imputación que se ha adoptado en el 
derecho mexicano para atribuir responsabilidad en casos de conflicto entre la libertad de 
expresión y los derechos de la personalidad. No obstante, el principal problema es que la 
"malicia efectiva" surgió para aplicarse en casos donde se alegaban vulneraciones al 
derecho al honor. En esta línea, las disposiciones sobre la "malicia efectiva" 
contempladas en la ley citada sólo se aplican en su literalidad a las intromisiones en el 
honor, por lo que la irrelevancia de la veracidad de la información en casos donde se 
alega la intromisión en la vida privada de una persona hace que la "malicia efectiva" como 
criterio subjetivo de imputación deba sufrir alguna modulación, que se traduce en dejar de 
considerar en todos los casos de posibles afectados (funcionarios públicos, personas con 
proyección pública y particulares) los elementos del estándar que presuponen la falta de 
veracidad. En este sentido, esta Primera Sala entiende que en supuestos donde esté en 
juego el derecho a la vida privada de funcionarios públicos sólo debe exigirse que la 
información se haya difundido con la única intención de dañar, como lo establece la 
fracción III del artículo 30 de la ley citada; y en el caso de los particulares con proyección 
pública y particulares sin esa proyección, la "malicia efectiva" se reduce a la hipótesis de 
que la información se haya difundido con negligencia inexcusable, supuesto establecido 
en el artículo 32 del citado ordenamiento. 

 
Amparo directo 3/2011. ********** y otro. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 

  

                                                           
2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Gaceta Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, Primera Sala, 
p. 551, Tesis: 1a. CLVI/2013, Registro: 2003633. 
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LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA 
VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL. SU 
ARTÍCULO 20 NO PREVÉ UNA MEDIDA CAUTELAR.3 
 
El artículo 20 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida 
Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, dispone que el uso indebido 
de la imagen de una persona dará lugar, en caso de que el afectado así lo solicite, a que 
la autoridad judicial disponga que cese el abuso y se reparen los daños ocasionados. Esto 
necesariamente conlleva que el pronunciamiento judicial respectivo se efectúe al 
momento de dictarse sentencia, puesto que es hasta entonces que el juzgador podrá 
estar en aptitud de determinar si existe o no un abuso y si se provocaron o no daños, 
ordenando, en caso de ser conducente, que cese dicho abuso y que se reparen los 
citados daños. En materia de reparaciones por violaciones a derechos humanos pueden 
identificarse distintas medidas que, conjuntamente, comprenden el derecho a una 
reparación integral. En ese sentido podemos identificar medidas de: (i) restitución; (ii) 
satisfacción; (iii) rehabilitación; (iv) indemnización; y (v) no repetición. De conformidad con 
lo antes expuesto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 20 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del 
Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, prevé una 
medida restitutoria, consistente en hacer cesar la violación, así como una medida 
indemnizatoria que, con un término impreciso, llama "reparación de los daños". En 
definitiva, el artículo 20 de dicha ley determina las medidas de reparación que el juez 
puede decretar en cada caso, lo que evidentemente implica que sean dictadas como parte 
de una sentencia y nunca como una medida cautelar. Como parte de una sentencia y 
nunca como una medida cautelar. 

 
Amparo directo 8/2012. **********, S.A. de C.V. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

  

                                                           
3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, agosto de 2012, Tomo 1, Primera Sala, p. 488, 
Tesis: 1a. CLXXIV/2012 (10a.), Registro: 2001368. 
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. 
CUANDO DETERMINADA SITUACIÓN JURÍDICA Y FÁCTICA QUE SE DIFUNDIÓ POR 
AUTORIDADES O DEPENDENCIAS GUBERNAMENTALES MEDIANTE UN BOLETÍN 
DE PRENSA HAYA SUFRIDO UN CAMBIO, DEBEN CORREGIRSE LOS DATOS 
INEXACTOS, INCOMPLETOS U OBSOLETOS, A FIN DE NO VIOLAR DERECHOS 
FUNDAMENTALES.4 
 
En relación con la información que se encuentra en poder de las autoridades o 
dependencias gubernamentales, el artículo 20, fracciones IV y V, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece la obligación 
de procurar que los datos personales con que cuenten sean exactos y actualizados, a 
sustituir, rectificar o completar oficiosamente aquellos que publiquen y resulten inexactos 
o incompletos. Así, bajo este marco legal y con apoyo en el segundo párrafo del artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que contempla los 
denominados derechos ARCO -acceso, rectificación, cancelación y oposición-, se 
concluye que cuando determinada situación jurídica y fáctica que se difundió mediante un 
boletín de prensa haya sufrido un cambio, como en el caso de que un particular haya sido 
arraigado por la investigación de diversos hechos ilícitos, sin que se haya ejercido con 
posterioridad acción penal, deben corregirse los datos inexactos, incompletos u obsoletos, 
pues a partir de que feneció el término del arraigo, la información divulgada no se ajusta a 
la realidad y, por tanto, es incompleta en relación con los actos y resultados obtenidos en 
la investigación instaurada, lo cual redunda no sólo en el incumplimiento a lo dispuesto en 
las fracciones IV y V del citado artículo 20, sino además en una violación a derechos 
fundamentales, en tanto se difunde información parcial, al resultar pasajera o accidental; 
de ahí que se estime una afectación a la reputación, fama, imagen y buen nombre del 
particular afectado, pues, ante la sociedad, al no modificarse la información inicial, se 
tiene la calidad de probable responsable e indiciado, sujeto a una averiguación previa, lo 
que evidentemente vulnera los derechos a la protección de datos personales, vida 
privada, imagen pública y presunción de inocencia que consagran los artículos 6o., 
fracción II, 16 y 20 constitucionales. 

 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 166/2011. Director General de Comunicación Social de la 
Procuraduría General de la República. 7 de julio de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Anibal Jesús García Cotonieto. 

  

                                                           
4 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, Tribunales 
Colegiados de Circuito, p. 2243, Tesis: I.4o.A.792 A, Registro: 160981. 
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DERECHO A LA IDENTIDAD DE LOS NIÑOS.5 
 
Es un derecho de rango constitucional que deriva del artículo 4 de la Constitución Federal, 
ya que el objetivo de la reforma a dicho precepto consistió en reconocer como derechos 
constitucionales todos los derechos de los niños establecidos en los diversos tratados 
internacionales que México ha suscrito. Así, al estar reconocido el derecho a la identidad 
en los artículos 7o. y 8o. de la Convención sobre los Derechos del Niño, es innegable su 
rango constitucional. Asimismo, de acuerdo a dichos preceptos y al artículo 22 de la Ley 
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, el derecho a la 
identidad está compuesto por el derecho a tener un nombre, una nacionalidad y una 
filiación. En efecto, si bien la identidad se construye a través de múltiples factores 
psicológicos y sociales, en términos de derechos, la imagen propia de la persona está 
determinada en buena medida, por el conocimiento de sus orígenes y su filiación, así 
como por la identificación que tiene en la sociedad a través de un nombre y una 
nacionalidad. De la determinación de dicha filiación, se desprenden a su vez, diversos 
derechos del menor, como son los derechos alimentarios y sucesorios. 

 
Contradicción de tesis 50/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Civil del Séptimo Circuito. 1o. 
de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Ana María Ibarra Olguín.  

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la 
contradicción planteada. 

  

                                                           
5 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, Primera Sala, p. 
1034, Tesis: 1a. CXVI/2011, Registro: 161100. 
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REASIGNACIÓN SEXUAL. LA NOTA MARGINAL EN EL ACTA DE NACIMIENTO DE 
LA SENTENCIA QUE OTORGÓ LA DEMANDA DE RECTIFICACIÓN DEL NOMBRE Y 
SEXO, CON LA CONSIGUIENTE PUBLICIDAD DE DATOS, VIOLA LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DEL INTERESADO.6 
 
Si una vez realizados los procedimientos médicos, estéticos e incluso quirúrgicos 
necesarios para modificar física y psicológicamente el sexo de una persona transexual, se 
mantienen los datos concernientes al nombre y sexo en sus documentos, entre ellos el 
acta de nacimiento, con los que originalmente fue registrada al nacer y solamente se 
asienta una nota marginal de la sentencia que otorgó la rectificación concedida, con la 
consiguiente publicidad de aquellos datos, se violan sus derechos fundamentales a la 
dignidad humana, a la igualdad y a la no discriminación, a la intimidad, a la vida privada, a 
la propia imagen, a la identidad personal y sexual, al libre desarrollo de la personalidad y 
a la salud, porque la nota marginal propicia que dicha persona exteriorice hasta en las 
más simples actividades de su vida su condición anterior, generando eventuales actos 
discriminatorios hacia su persona, sin que se advierta razonabilidad alguna para limitarlos 
de esa manera. 
 

Amparo directo 6/2008. 6 de enero de 2009. Once votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Laura García Velasco. 
 
El Tribunal Pleno, el diecinueve de octubre en curso, aprobó, con el número 
LXXII/2009, la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a diecinueve 
de octubre de dos mil nueve. 

  

                                                           
6 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Pleno, p. 18, Tesis: P. 
LXXII/2009, Registro: 165696. 
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REASIGNACIÓN SEXUAL. NO EXISTE RAZONABILIDAD PARA LIMITAR LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES DE UNA PERSONA TRANSEXUAL, IMPIDIÉNDOLE 
LA ADECUACIÓN DE SUS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD, BAJO EL PRETEXTO DE 
PRESERVAR DERECHOS DE TERCEROS O EL ORDEN PÚBLICO.7 
 
Tratándose de la reasignación sexual de una persona transexual y, por tanto, de la 
adecuación de sus documentos de identidad, mediante la rectificación de su nombre y 
sexo, evidentemente se producen diversos efectos tanto en su vida privada como en sus 
relaciones con los demás, en las que innegablemente entran en juego los derechos de 
terceros, así como el orden público, como ocurre en aspectos como el matrimonio, 
sucesiones, relaciones laborales, servicio militar, filiación, actos contractuales, 
antecedentes penales, etcétera. Sin embargo, la protección a terceros y al orden público 
se garantiza a través de diversos mecanismos legales que no impliquen o permitan la 
lesión o el sacrificio de los derechos fundamentales de aquella persona, pues de lo 
contrario, se afectaría de manera total el núcleo esencial de sus derechos al libre 
desarrollo de la personalidad, a la identidad personal y sexual, a la salud -en su 
concepción integral- a la propia imagen, vida privada e intimidad y, por consiguiente, a su 
dignidad humana y no discriminación, en tanto que la plena identificación de su persona, a 
partir de la rectificación de su nombre y sexo es lo que le permitirá proyectarse, en todos 
los aspectos de su vida, como el ser que realmente es, reconociéndose así, legalmente, 
su existencia. 
 

Amparo directo 6/2008. 6 de enero de 2009. Once votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Laura García Velasco.  
 
El Tribunal Pleno, el diecinueve de octubre en curso, aprobó, con el número 
LXXIV/2009, la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a diecinueve 
de octubre de dos mil nueve. 

  

                                                           
7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, Pleno, p. 19, Tesis: P. 
LXXIV/2009, Registro: 165694. 
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ACTO DE MOLESTIA. LO CONSTITUYE LA TOMA DE FOTOGRAFÍAS A QUIENES 
NO TIENEN LA CALIDAD DE DETENIDOS O PRESUNTOS RESPONSABLES.8 
 
La toma de fotografías a personas que no han sido puestas a disposición del Ministerio 
Público en calidad de detenidas o presuntas responsables –cuando éste sólo ha ordenado 
su localización y presentación- configura un acto de molestia porque menoscaba o 
restringe derechos de la persona, al hacer uso de su imagen, aunado a que la obtención 
de fotografías puede resultar violatoria de los derechos a la honra y a la dignidad 
contenidos en los artículos 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 11 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, si el Estado incumple con sus 
obligaciones relativas a la protección de datos personales, las cuales consisten en: a) 
solicitar o registrar información que contenga datos personales sólo en los casos previstos 
por la ley; y, b) tratar confidencialmente tales datos, lo que implica utilizarlos o revelarlos 
sólo con el consentimiento de la persona a quien correspondan. Así, el hecho de que la 
autoridad obtenga fotografías de cualquier persona, sin importar su situación jurídica, 
efectivamente representa un menoscabo y un deterioro en sus derechos, de naturaleza 
continuada, pues mientras el resultado del acto (las fotografías) no se elimine, el acto de 
molestia continúa. 
 

Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel 
Enrique Sánchez Frías. 

  

                                                           
8 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, noviembre de 2009, Primera Sala, p. 401, 
Tesis: 1a. CLXXXVIII/2009, Registro: 166037. 
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DERECHOS DE AUTOR. LOS ARTÍCULOS 2o., 231 Y 232 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE IGUALDAD.9 
 
El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé el 
derecho fundamental de igualdad, el cual consiste, medularmente, en que se trate igual a 
los iguales y desigual a los desiguales; de ahí que cuando la ley distingue entre dos o 
varios hechos, sucesos, personas o colectivos, es indispensable analizar si dicha 
distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una 
discriminación arbitraria. Así, los artículos 2o., 231 y 232 de la Ley Federal del Derecho de 
Autor que prevén el procedimiento de infracción seguido ante el Instituto Mexicano de la 
Propiedad Industrial por el uso de la imagen de una persona sin su autorización o la de 
sus causahabientes, el cual debe agotarse previo a ejercer la acción de daños y perjuicios 
en sede judicial, no violan el principio de igualdad, en razón de que los titulares de 
derechos de autor y quienes defienden derechos netamente civiles no se encuentran en 
un idéntico estatus jurídico, atento a que respecto de los primeros rige una especificidad 
por materia que exige ser regulada por una legislación particular. Por tanto, la 
circunstancia de que el legislador haya establecido un procedimiento para dirimir las 
infracciones administrativas cometidas contra derechos de autor, no solamente se 
significa como la construcción de una vía con suficiente idoneidad para los titulares de 
tales derechos que resientan alguna afectación, sino que ese despliegue legislativo 
corresponde a la sustancia de los derechos regulados en la Ley Federal del Derecho de 
Autor, cuya violación puede generar afectaciones a escala comercial o industrial (no 
netamente civil), que exigen un tratamiento altamente especializado, lo cual muestra la 
razonabilidad del trato diferenciado entre ambos sujetos de derecho. 
 

Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. Mayoría de 
tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos 
Madrazo. 

  

                                                           
9 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, agosto de 2008, Primera Sala, p. 50, 
Tesis: 1a. LXXVI/2008, Registro: 169109. 
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DERECHOS DE AUTOR. LOS ARTÍCULOS 231 Y 232 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA INCIDEN RAZONABLE Y PROPORCIONALMENTE EN EL DERECHO A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA.10 
 
Conforme a los artículos 231 y 232 de la Ley Federal del Derecho de Autor, previo a 
acudir a la vía judicial para demandar la indemnización por daños y perjuicios por el uso 
de la imagen de una persona sin su autorización o la de sus causahabientes, es necesario 
agotar el procedimiento de infracción administrativa seguido ante el Instituto Mexicano de 
la Propiedad Industrial. Ahora bien, aun cuando dichas disposiciones legales inciden en el 
derecho a la tutela judicial efectiva contenido en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ello es razonable y proporcional; en primer término, en 
virtud de que conforme al subprincipio de idoneidad, la instauración del procedimiento 
administrativo correspondiente es una medida adecuada para obtener el fin pretendido, 
consistente en lograr la emisión de una declaración administrativa que sirva de base para 
la demanda de daños y perjuicios en la vía civil; en segundo, porque conforme al 
subprincipio de necesidad, el mencionado procedimiento es el más benigno con el 
derecho fundamental intervenido, atento a que la obtención de la declaración de infracción 
administrativa se logra mediante un procedimiento sumario y especializado, mas no por 
conducto de un medio que retrasa irrazonablemente la posibilidad de acudir a la vía civil 
correspondiente y, en tercero, debido a que al tenor del subprincipio de proporcionalidad 
en sentido estricto, la instauración del procedimiento guarda una adecuada relación con el 
fin perseguido, en tanto que mediante su incoación, desarrollo y conclusión los sujetos 
afectados contarán con la declaración que les permita acudir ante la jurisdicción civil 
competente para acreditar los daños y perjuicios reclamados. 

 
Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. Mayoría de 
tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos 
Madrazo. 

  

                                                           
10 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, agosto de 2008, Primera Sala, p. 51, 
Tesis: 1a. LXXVIII/2008, Registro: 169112. 
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INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. LO TIENE EL QUEJOSO QUE RECLAMA DE 
LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR LA DIFUSIÓN EN MEDIOS 
ELECTRÓNICOS DE INFORMACIÓN DE SUS ESTABLECIMIENTOS QUE 
PERJUDIQUE SU IMAGEN COMERCIAL Y REPUTACIÓN.11 
 
La imagen o reputación es un bien jurídico cuyo disfrute por parte de las personas está 
reconocido como un derecho subjetivo por el ordenamiento jurídico mexicano, entonces, 
es claro que asiste interés jurídico al quejoso que reclama de la Procuraduría Federal del 
Consumidor la difusión en medios electrónicos de información relacionada con la actividad 
comercial de sus establecimientos que perjudique su imagen comercial y reputación. 

 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 39/2007. **********, S.A. de C.V. y otras. 16 de febrero de 
2007. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. 
Secretario: Sergio Padilla Terán. 

  

                                                           
11 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, julio de 2007, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2557, Tesis: I.8o.A.9 K, Registro: 172004. 



Criterios del Poder Judicial de la Federación 
Derecho a la propia imagen 

 
 
 
 
PRECAMPAÑAS ELECTORALES. EL ARTÍCULO 276 DE LA LEY ELECTORAL DE 
QUINTANA ROO, ES CONTRARIO AL PRINCIPIO DE CERTEZA CONTENIDO EN LA 
FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.12 
 
El artículo 276 de la Ley Electoral de Quintana Roo que prohíbe a los aspirantes a 
candidatos que tengan un cargo de elección popular o en la administración pública estatal 
o municipal y que manejen recursos públicos, a utilizarlos para promover su imagen 
personal, contraviene el principio de certeza previsto en la fracción IV del artículo 116 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, ya que el 
citado precepto señala que la promoción de la imagen personal se presenta cuando bajo 
el pretexto de informar a la ciudadanía acciones u obras de gobierno se divulga cualquiera 
de las características distintivas del aspirante a candidato, en grado igual o mayor, 
respecto de la acción u obra a comunicar, y al interpretarse que la imagen personal sí 
puede promoverse en un grado menor a lo que se pretende comunicar, ello daría origen a 
que se utilizaran recursos públicos para la indicada promoción, produciéndose inequidad 
en las precampañas electorales. 

 
Acción de inconstitucionalidad 14/2004 y sus acumuladas 15/2004 y 16/2004. 
Partidos Políticos Convergencia, Acción Nacional y de la Revolución Democrática. 
15 de junio de 2004. Unanimidad de diez votos. Ausente: Humberto Román 
Palacios. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Pedro Alberto 
Nava Malagón y Alejandro Cruz Ramírez. 
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy treinta y uno de agosto en 
curso, aprobó, con el número 68/2004, la tesis jurisprudencial que antecede. 
México, Distrito Federal, a treinta y uno de agosto de dos mil cuatro. 

  

                                                           
12 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, septiembre de 2004, Pleno, p. 814, Tesis: 
P./J. 68/2004, Registro: 180532. 



Criterios del Poder Judicial de la Federación 
Derecho a la propia imagen 

 
 
 
 
RETRATOS, PUBLICACIÓN DELICTUOSA DE (LEY SOBRE DERECHOS DE 
AUTOR).13 
 
El artículo 25 de la Ley sobre Derechos de Autor, establece: primero, que se requiere el 
consentimiento expreso de una persona para que su retrato sea publicado, exhibiendo o 
puesto en el comercio, y segundo, que después de la muerte de esa persona, se necesita 
el consentimiento manifiesto de su cónyuge e hijos, y en su defecto, de los parientes que 
menciona. Un retrato, en sí mismo, no es sino la reproducción de una imagen de persona, 
objeto o cosa, obtenida en papel, a través de la impresión en un rollo o placa por medio 
de una cámara fotográfica, y constituye la reproducción fiel de las imágenes captadas, de 
tal manera que para poder impresionarlas se requiere su existencia. La fotografía tomada 
a un individuo, según el precepto en cuestión, puede ser en vida de aquél, ya que 
establece que podrá llevarse a cabo su publicación o exhibición con su expreso 
consentimiento, o bien esa fotografía puede obtenerse del cadáver de esa persona; 
concatenando, conforme a las reglas de hermenéutica jurídica, la segunda parte del 
párrafo, que se interpreta gramatical y legalmente, con la primera del mismo, lógicamente 
se advierte que los casos que plantea se contraen a la publicación , exhibición o comercio 
del retrato de una persona tomado en vida de ésta o después de su muerte, de su 
cadáver, esto es, la reproducción de su imagen por tales medios, pues no se concibe en 
otra forma la interpretación que debe darse a esa regla; por o que si no se publicó el 
retrato de una persona en una fotografía que le hubiera sido tomada en las condiciones 
de referencia, sino que el delito perseguido consistió en la publicación de un retrato de 
una mascarilla vaciada en yeso de la cara del cadáver de esa persona, misma mascarilla 
que se exhibe en un museo y que, por tanto, se halla a la vista de todos los individuos que 
a él asisten, o en otras palabras, bajo el dominio público, y no existe prohibición legal para 
imprimir placas fotográficas de esa mascarilla o de cualesquiera de los objetos que se 
exhiben en el mismo, se deduce que esa publicación en modo alguno, es el retrato de la 
persona y, consecuentemente, que los hechos perseguidos no configuraron el ilícito, 
previsto por el artículo citado. 

 
Amparo penal directo 1051/53. Por acuerdo de la Primera Sala, de fecha 8 de junio 
de 1953, no se menciona el nombre del promovente. 8 de enero de 1954. 
Unanimidad de cuatro votos. Relator: Edmundo Elorduy. 

                                                           
13 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXIX, Primera Sala, p. 212, Registro: 296073. 


